
Capítulo III

Principios sectoriales del Registro del Estado Civil

Como se ha podido visualizar a lo largo de este estudio, del análisis general
de las normas que regulan al Registro del Estado Civil, se puede palpar la
existencia de enunciados bases que representan verdaderos principios secto-
riales. Ellos sirven de andamiaje a todo el Sistema del Registro del Estado
Civil y cumplen una tarea esencial a la hora de desarrollar los instrumentos
sublegales, así como al momento de interpretar los postulados emergentes de
la nueva regulación196. De allí que la propia Ley Orgánica de Registro Civil
trata de precisarlos a través de diversas maneras, ya sea por medio de su orde-
nación expresa como principios cardinales o a través de normas diversas que
permiten deducir su enunciado normativo.

Ahora bien, es importante tener en cuenta que algunos de dichos fundamen-
tos ya se evidenciaban en el modelo anterior regulado por el Derecho común,
y otros son propios del Sistema ahora patrocinado por la Ley Orgánica de
Registro Civil197. Ellos son, a saber:

196 Para PAURICI y ZADOFF, «Los principios registrales, son las reglas o fundamentos que
sirven de base al sistema registral, y responden a la tendencia de sintetizar el contenido
de las diversas ramas jurídicas, en una serie de directrices con jerarquía de principios»,
citado en YANES: ob. cit. (El registro inmobiliario…), p. 58; LUCES GIL: ob. cit. (Dere-
cho Registral…), p. 36, «los principios registrales son aquellas ideas fundamentales 
o directrices básicas en las que se inspira la organización registral extraídas por vía de
síntesis, a través de sucesivas abstracciones, de las normas particulares que la inte-
gran» e identifica como principios del modelo español de 1957: legalidad, oficialidad,
tutela del interés de los particulares, respeto a la intimidad personal, simplificación
administrativa, gratuidad, legitimación y publicidad.

197 Vid. TRUJILLO GUERRA: art. cit. («Reseña de legislación…»), pp. 101, «El nuevo Sistema
de Registro Civil incluye además, un conjunto de principios y elementos definidos de
una forma antes no prevista».
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3.1. Principios expresos del Registro del Estado Civil

En este segmento se van a enumerar los principios sectoriales que la Ley
Orgánica de Registro Civil establece de forma expresa, es decir, aquellos que
denomina «principio». Con tal proceder se persiguen dos objetivos: primero,
desarrollar su contenido para posteriormente efectuar su aplicación práctica
y, segundo, juzgar si en verdad cumplen con las cualidades intrínsecas para
ser un verdadero principio y, en consecuencia, vincularlos con los principios
generales del Derecho.

3.1.1. Publicidad

Cuando se indica que el Registro del Estado Civil se rige por el principio de
publicidad, se quiere destacar que posee como fundamento el que la informa-
ción contenida en dicho catastro es de acceso libre por parte de los interesa-
dos198; salvo limitaciones establecidas expresamente por la Ley199. Dispone
concretamente la Ley Orgánica de Registro Civil, lo siguiente:

Artículo 6.- Principio de publicidad. El Registro Civil es público. El Estado,
a través de sus órganos y entes competentes, garantizará el acceso a las

198 Cfr. CORNEJO: ob. cit. (Derecho registral), p. 2, indica: «por publicidad debemos
entender el sistema de divulgación encaminado a hacer cognoscible a todos determi-
nadas situaciones jurídicas para tutela de los derechos y la seguridad en el tráfico»;
CRISTÓBAL MONTES: ob. cit. (Introducción al Derecho…), p. 16, comenta: «todo
mecanismo publicitario ha de configurarse lógicamente como instrumento que posi-
bilite a los interesados la adquisición del conocimiento de las situaciones y hechos
publicados, posibilidad que las legislaciones configuran, incluso, como un derecho
subjetivo de los particulares». Para ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit.
(Curso práctico…), p. 22, «Se cumple esta función mediante la exhibición de los
libros registrales o la expedición de certificaciones o notas informativas de sus asien-
tos, tanto a petición de las autoridades como de los particulares interesados».

199 LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), pp. 25 y 26, distingue entre publicidad formal
y publicidad material; aquí se hace referencia a la primera, es decir, a «los medios de
publicidad: exhibición de libros, expedición de certificaciones y de simples notas infor-
mativas»; por su parte, la «material» coincide con lo que más adelante identificamos
como principio «fe pública», vid. supra 3.1.6.
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personas para obtener la información en él contenida, así como certifi-
caciones y copias de las actas del estado civil, con las limitaciones que
establezca la ley.

Entonces, desde el punto de vista práctico, la publicidad se manifiesta de
dos formas: primero, a través del examen del archivo automatizado; segundo,
por medio de la solicitud de copias de las actas inscritas en que se tenga un
particular interés200.

A su vez, conviene apuntar que en los ordenamientos foráneos existen dos
maneras de satisfacer la publicidad formal: la que permite el acceso libre de
las personas sobre todo el Registro del Estado Civil; salvo restricción expresa
y, en otro ribete, el sistema que licencia únicamente el acceso sobre los asien-
tos en los cuales se tiene personal interés por parte del solicitante, para estos
fines, en materia de cotejo de los asientos, el registrador debe autorizar el
examen según lo inquirido por el solicitante, y si se trata de reproducciones
se diferencia entre certificaciones «literales» que transcriben todo el asiento y
los «extractos» que solamente informan los aspectos concretos permitidos201;

200 LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), p. 295, «El régimen de
publicidad del nuevo modelo de Registro Civil se articulará a través de dos instrumen-
tos: la certificación y el acceso de la Administración en el ejercicio de sus funciones
públicas a la información registral –no hace falta decir que con un Registro informa-
tizado ya no tiene sentido el examen de los libros–». Cfr. URDANETA FONTIVEROS: ob.
cit. (Estudio de Derecho…), pp. 89 y 90, «el Registro se estructura como un servicio
de información al que puede acceder todo interesado en consultar el contenido de los
asientos del Registro» lo que implica que «La publicidad formal se hace efectiva por
medio de la exhibición o manifestación de los asientos del Registro y de la documen-
tación archivada que emane de ellos, o mediante la expedición de las certificaciones
sobre los actos y derechos inscritos».

201 Vid. ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 62,
«Literales son las que comprenden íntegramente el folio o asiento a que se refiere,
con indicación incluso de las firmas», donde se incluyen en los registros no automa-
tizados las certificaciones de fotocopias de los asientos; «En extracto son las que con-
tienen únicamente los datos esenciales de que da fe la inscripción correspondiente,
según resulta del asiento y de las inscripciones marginales modificativas del mismo,
sin hacer referencia a éstas».
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verbi gratia, si una persona necesita precisar la correcta identidad de otra, el
registrador certifica los datos de identidad sin revelar cómo se produjo la
determinación de los apellidos, es decir, la filiación202.

Huelga subrayar que nuestro Sistema se decantó por la primera opción y por
ello exhibe como principio una publicidad exacerbada, en palabras del propio
legislador: «La información contenida en el Registro Civil será pública. Toda
persona podrá acceder a la información de los archivos y datos del Registro
Civil, salvo las limitaciones establecidas en la Constitución de la República,
en la presente Ley y demás leyes…» (artículo 59 de la Ley Orgánica de Regis-
tro Civil). Como apunta FEBRES CORDERO, «El Registro Civil no está vedado
para nadie y los funcionarios del mismo están obligados a enseñar los libros 
y comprobantes a quien lo pida y a expedir las certificaciones y copias»203.

No obstante, existen aspectos que han quedado actualmente reservado, ello
en razón que, si bien el precepto que rige el Sistema es la publicidad, la mis-
ma nunca puede ser considerada como «absoluta», de allí que se establezcan
límites racionales y objetivos, que deben ponderarse de acuerdo a las reglas
jurídicas que rigen el modelo y los principios superiores204.

202 La profesora ADRIÁN señala: «La necesidad de limitar la publicidad del registro, en el
sentido que los asientos solo puedan ser consultados por la persona que tenga un interés
legítimo calificado y previa evaluación de ese interés. Que el estado civil deba probarse
por medio de extractos. Las copias integrales solo pueden ser solicitadas por el intere-
sado u otra persona con interés calificado previamente evaluado. Las copias integrales
no pueden contener datos sensibles», citada en GONZÁLEZ LOBATO: ob. cit. (Registro
electoral…), p. 118. Parece ser que este ha sido el criterio que ha seguido el CNE, ya
que el denominado: «Sistema Automatizado de Registro Civil (SARC)» en su plan pilo-
to permite «solicitar las certificaciones de actas de nacimiento, defunción y matrimonio;
en cualquiera de las dos versiones disponibles en el sistema, ya sea la imagen íntegra del
contenido del acta, incluyendo las notas marginales cuando las hubiere; o el extracto que
es la transcripción de los datos esenciales del acta y del hecho o acto inscrito»,
http://www.cne.gob.ve/registrocivil/index.php/detalle_noticia?id=3459.

203 FEBRES CORDERO: ob. cit. (El Registro del Estado…), p. 34. Vid. artículo 7 Nos 1 y 8
de la Ley Orgánica de la Administración Pública.

204 Afirma LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), pp. 26 y 40, «se restringe la publi-
cidad formal en diversos aspectos y, concretamente, el relativo a ciertos datos cuya
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Concretamente, en la Ley Orgánica de Registro Civil se observan restriccio-
nes en lo relacionado con la residencia (artículo 59)205, la información referi-
da a la filiación de niños y adolescentes (artículos 60 Lex cit. y 120 del
Reglamento)206, sobre el acta de nacimiento levantada en los supuestos de
niños recién nacidos abandonados (artículo 91), la información contenida en
el Registro del Estado Civil de aquellas personas que puedan ver amenazada
su vida o integridad personal y así lo ordenen los órganos jurisdiccionales o
administrativos competentes (artículo 61207), también se encuentra restringida
el acta de nacimiento «original» cuando media adopción (artículos 504 y 505
de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes). Pre-
viendo además que toda consulta en la base de datos automatizada estará úni-
camente supeditada a la exhibición de la identidad del solicitante, de la cual
se dejará constancia al momento del acceso al archivo (artículo 65 de la Ley
Orgánica de Registro Civil).

divulgación pudiera resultar molesta o vejatoria para los interesados, como la filiación
extramatrimonial, los abortos, las causas de separación o disolución de los matrimo-
nios»; añadiendo: «Procura nuestra ordenación registral conciliar el fin de publicidad
a que está ordenado el Registro con el respeto al derecho a la intimidad de las perso-
nas (…) Se ha tratado de evitar cuidadosamente la divulgación de hechos personales
que pudieran resultar deshonrosos o cuyo conocimiento público pudiera resultar
molesto para los interesados, como el origen ilegítimo de la filiación».

205 Comenta GONZÁLEZ LOBATO: ob. cit. (Registro electoral…), p. 70, «que con el fin de
garantizar el derecho a la privacidad e intimidad de cada persona, el acceso a los datos
relacionados con la residencia será limitado y solo podrá obtenerse a través de reque-
rimientos de autoridades judiciales o administrativas», véase: artículo 28 N° 1 de la
Ley Orgánica de Procesos Electorales de 2009.

206 Recuerda LUCES GIL, Francisco: El nombre civil de las personas naturales en el orde-
namiento jurídico español. Bosch. Barcelona, 1978, p. 160, «el contenido completo de
la inscripción de nacimiento está sometido a un régimen de publicidad restringida 
en todo lo que pueda afectar a la intimidad personal», de allí que «las certificaciones en
extracto de nacimiento no revelan la filiación de las personas y contiene siempre los
mismos datos»; complementa el mismo autor: «se ha eliminado de la inscripción del
nacimiento la expresión de la clase de filiación –dato que exigía la Ley de 1870–»
prescindiendo «de una mención deshonrosa y carente de valor», ob. cit. (Derecho
Registral…), p. 40.

207 Vid. Ley de Protección de Víctimas, Testigos y demás Sujetos Procesales, Gaceta Oficial
de la República Bolivariana de Venezuela N° 38536, del 04-10-06.
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Como se aprecia, el legislador juzgó bien servido el derecho a la privacidad e
intimidad de cada persona (artículo 60 de la Constitución) con las restricciones
antes numeradas, lo que obliga a aclarar que en realidad nuestro modelo sigue
la línea tradicional de publicidad del Código Civil (artículo 456). No obstante,
ello debe ser objeto de reflexión y ponderación, ya que es evidente que las
situaciones han cambiado radicalmente en los tiempos actuales y los ordena-
mientos foráneos han incluido restricciones, en atención a ciertas facultades
fundamentales que se verían seriamente comprometidas si no existieran límites
racionales a la capacidad inquisitiva de otros conciudadanos ávidos de entro-
meterse en asuntos privativos que no les incumben objetivamente208. Al res-
pecto, OBANDO SALAZAR señalaba hace ya cinco décadas, lo siguiente:

Las actas del estado civil relatan hechos y acontecimientos relacionados
con el estado y filiación de las personas y son documentos públicos opo-
nibles a todos; tal situación es consubstancial con el principio de la publi-
cidad del Derecho Civil, en el sentido de que todo aquel a quien interese
puede enterarse directamente del contenido de los asientos y solicitar
copias de los mismos. No obstante ser ésta la regla universalmente acep-
tada, la doctrina ante el aparecimiento y progresivo desenvolvimiento de
los derechos de la personalidad, ha venido sosteniendo el criterio de lograr
una armonización entre las exigencias impuestas por la publicidad regis-
tral y el respeto que se debe a la intimidad personal. Lo complejo de la
situación estriba más que todo por la circunstancia de que el respeto al
derecho a la intimidad es de factura reciente y de consagración legislativa
moderna y cuando se organizaron los primeros registros civiles laicos esa
situación no fue prevista209.

Es debido a lo anterior, que, por ejemplo, en el Derecho español a través de la
Ley 20/2011 del Registro Civil se establece en su «Preámbulo» que entre sus
principios persigue equilibrar «la necesaria protección de su derecho funda-

208 Para GONZÁLEZ LOBATO: ob. cit. (Registro electoral…), p. 118, «la publicidad y la pro-
tección de los datos, de la manera que es regulado en el Ley no responde a la exigencia
nacional e internacional sobre la restricción a la publicidad de los datos».

209 OBANDO SALAZAR: ob. cit. (El Registro del Estado…), p. 39.
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mental a la intimidad con el carácter público del Registro Civil». Concre-
tamente dispone el texto foráneo en su artículo 15 varias reglas sobre publi-
cidad: «1. Los ciudadanos tendrán libre acceso a los datos que figuren en su
registro individual. 2. El Registro Civil es público. Las Administraciones y
funcionarios públicos, para el desempeño de sus funciones y bajo su respon-
sabilidad, podrán acceder a los datos contenidos en el Registro Civil». Las
demás personas «También podrá obtenerse información registral», bajo las
condiciones establecidas en la Ley y «siempre que conste la identidad del
solicitante y exista un interés legítimo». Por último, «estarán sometidos al sis-
tema de acceso restringido», los actos indicados en el artículo 83, a saber:
«… a. La filiación adoptiva y la desconocida. b. Los cambios de apellido
autorizados por ser víctima de violencia de género o su descendiente, así
como otros cambios de identidad legalmente autorizados. c. La rectificación
del sexo. d. Las causas de privación o suspensión de la patria potestad. e. El
matrimonio secreto…».

Entonces, la regla general –de cualquier modelo– es que siempre tendrá la
persona derecho de conocer la información que sobre sí misma este recopila-
da en el Registro del Estado Civil210. En nuestro caso, es la propia Constitu-
ción la que señala tal garantía en el artículo 28. Empero, las normas jurídicas
examinadas dejan sin salvaguarda algunos hechos que pueden ser usados por
inescrupulosos y es allí donde interviene el principio de publicidad para faci-
litar la difusión de la información que objetivamente persiga una finalidad
digna de tutela y, a su vez, condicionar que las interpretaciones que sobre la
Ley Orgánica de Registro Civil se hagan eviten que, a través de pretensiones
mezquinas, se pueda obtener datos que deben ser considerados como reserva-
dos, tales como lo referido a las causas de una inhabilitación para el ejercicio
de función pública, que solo incumbe en determinados supuestos a los órganos
públicos, por citar un supuesto.

210 Obviamente esto incluye tanto al propio titular como a las personas que lo tienen bajo
su responsabilidad o los apoderados, vid. LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…),
p. 44.
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Por último, es notorio deducir que este principio de publicidad en materia de
Registro del Estado Civil tiene un soporte en los principios generales del Dere-
cho de dignidad y de libertad. El primero, en el contexto que la publicidad se
relaciona directamente con algunos derechos fundamentales que, a su vez, tie-
nen un sustento en el respeto de la dignidad humana; por su parte, el principio
de libertad revela lo que está permitido a la Administración y, también, las res-
tricciones que poseen los ciudadanos y, como se indicó, el principio sectorial de
la publicidad en el Registro Civil concurre para fijar los confines de cada actua-
ción, en otras palabras, lo que debe ser respetado por los funcionarios del
Registro y las facultades concretas que detentan los usuarios del Sistema.

Otro aspecto del asunto que reviste especial interés es la que distingue entre
«publicidad efecto» y «publicidad noticia»211. En las líneas anteriores se ha
desarrollado, en relación con el Registro del Estado Civil, las principales aris-
tas de la segunda categoría, es decir, publicidad noticia o formal. Por su parte,
la publicidad como efecto o «material» es muy común en otro tipo de regis-
tros como el que corresponde a los bienes inmuebles212; empero, en materia
de Registro Civil también se observan algunos actos en los cuales la publicidad
viene acompañada de un efecto jurídico, lo cual genera que la actividad del
registrador no sea meramente formal, sino que incluso implica una condición

211 CRISTÓBAL MONTES: ob. cit., (Introducción al Derecho…), p. 41, distingue entre publi-
cidad de tipo meramente publicitario o notificatorio, publicidad protectora de terceros
adquirentes y publicidad de valor constitutivo. ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT:
ob. cit. (Curso práctico…), pp. 56 y ss. hablan en relación con la publicidad de dos sen-
tidos: «a. En un aspecto material, que hace referencia a los efectos que se derivan de
la constatación pública en el Registro de los hechos del estado civil y, especialmente,
a su eficacia probatoria. b. En un aspecto formal, que se refiere a la proyección exte-
rior de los datos registrados, es decir, a los medios de dar a conocer los asientos regis-
trales, con fines informáticos, estadísticos o probatorios».

212 URDANETA FONTIVEROS: ob. cit. (Estudio de Derecho…), pp. 60 y 61, comenta: «el
principio de publicidad en sentido material se identifica como una presunción de
exactitud del registro que opera con distinta intensidad: a. como presunción iuris tan-
tum a favor de todo titular registral y b. como presunción iuris et de iure a favor del
tercero que adquirió un derecho real de quien no era titular, pero que aparecía como
tal en el registro».
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constitutiva que le da validez al acto realizado bajo el control del funcionario,
el caso paradigmático sería el matrimonio213.

3.1.2. Eficacia administrativa

Un aspecto en que hace especial énfasis la Ley Orgánica de Registro Civil al
momento de regular los principios informadores del nuevo modelo es el de
señalar el carácter administrativo de la función desplegada por el Registro,
actividad que es calificada como «un servicio público esencial» (artículo 5)214,
a saber:

Artículo 7.- Principio de eficacia administrativa. Los procedimientos y trá-
mites administrativos del Registro Civil deben guardar en todo momento

213 Comenta LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), pp. 43 y 44, «En algunos supues-
tos la inscripción tiene un valor constitutivo del acto inscrito, es decir, que éste carece
de toda validez y eficacia entre tanto no se practique el asiento. Así ocurre en las ins-
cripciones de naturalización, en las de cambio de nombre y apellidos». Cfr. ARRIBAS

ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 72, la inscripción
tiene valor constitutivo cuando el asiento es requisito «esencial para la perfección
del acto del estado civil, de forma que hasta que no se practique el asiento el acto no
produce efecto alguno».

214 HUNG VAILLANT: ob. cit. (Derecho Civil I), p. 149, sostiene que el Registro del Estado
Civil: «lleva implícita la existencia de una organización administrativa que realiza un
servicio público y que está a cargo de funcionarios de la Administración Pública». 
Cfr. PENSADO TOMÉ: art. cit. («¿Hacia una invasión…»), p. 3, sostiene: «El Registro
Civil es una institución civil por su objeto –el estado civil de las personas– y adminis-
trativa por su organización –el Registro es un servicio público organizado por el Esta-
do–»; apuntan ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), 
p. 24, «la actividad registral forma una categoría especial dentro de las funciones admi-
nistrativas, caracterizada por la nota de ser una función legitimadora relativa al Derecho
privado». Por su parte, BREWER-CARIAS, Allan R.: «Estudio sobre la impugnación ante
la jurisdicción contencioso-administrativa de los actos administrativos de registro». 
En: Libro homenaje a la memoria de Joaquín Sánchez Covisa. UCV. Caracas, 1975, 
pp. 455, refiriéndose al Registro Civil afirma que representa una actividad «realizada
por órganos administrativos especializados (…) que se cumple en ejercicio de la función
administrativa y se materializa a través de actos administrativos. En todos esos casos, 
el Estado presta un servicio público: el de garantizar la seguridad jurídica».
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simplicidad, uniformidad, celeridad, pertinencia, utilidad, eficiencia y ser de
fácil comprensión, con el fin de garantizar la eficaz prestación del servicio.

El anterior enunciado es relevante por cuanto antes de la Constitución de la
República Bolivariana de Venezuela las funciones descansaban en figuras
como el prefecto y el jefe civil, entes que por su naturaleza «política» osten-
taban funciones muy disimiles215, algunas de ellas hoy consideradas clara-
mente inconstitucionales –verbi gratia: la posibilidad de ordenar arrestos en
determinados supuestos216–. Lo descrito ocasionaba en la práctica que a tales
figuras no se les aplicaba, en rigor, las disposiciones que integran el Derecho
Administrativo217.

215 GONZÁLEZ: art. cit. («El régimen del Registro…»), pp. 60 y 61, comenta: «los jefes civi-
les tradicionalmente han tenido funciones ejecutivas, de policía y de fiscalización de las
obras públicas, como auxiliares de los concejos municipales para el cumplimiento de las
funciones de atención de las necesidades colectivas»; empero, con la sanción de la Ley
Orgánica de Régimen Municipal de 1989 –ahora Ley Orgánica de Poder Municipal–,
indicaba el autor que dichos organismos quedaron «prácticamente sin contenido concre-
to», al trasladarse sus antiguas funciones al «Alcalde como órgano ejecutivo, jefe de la
administración local; y un Concejo Municipal legislativo y de control».

216 Vid. CSJ/en pleno, sent. del 06-11-97, mediante el cual se declara la inconstituciona-
lidad total de la Ley de Vagos y Maleantes, en: Revista de la Facultad de Ciencias
Jurídicas y Políticas. Nº 107. UCV. Caracas, 1998, pp. 193 y ss.

217 No obstante, como señala OCHOA GÓMEZ: ob. cit. (Derecho Civil I: personas), p. 384,
el Registro del Estado Civil es una «institución de carácter administrativo». Vid. Pre-
ámbulo de la Ley 20/2011, del Registro Civil de España, que señala: «se ha optado
por un órgano o entidad de naturaleza administrativa con el fin de prestar un servicio
público de mayor calidad, sin perjuicio de la garantía judicial de los derechos de los
ciudadanos», por ello apuntala su modelo en «la aplicación al Registro Civil de técni-
cas organizativas y de gestión de naturaleza administrativa», lo cual «permitirá una
mayor uniformidad de criterios y una tramitación más ágil y eficiente de los distintos
expedientes, sin merma alguna del derecho de los ciudadanos a una tutela judicial
efectiva, pues todos los actos del Registro Civil quedan sujetos a control judicial».
Entonces, según indica LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»),
p. 263, «El nuevo Registro Civil se caracteriza por (...) pasar a ser un órgano adminis-
trativo dependiente del Ministerio de Justicia, sustituyéndose a los jueces por funcio-
narios encargados no pertenecientes a la carrera judicial». Incluso, aun antes de la
referida reforma, la jurisprudencia española había confirmado: «el Registro Civil,
pese a estar encomendada su llevanza a órganos judiciales, no es función jurisdiccional,
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El panorama anterior, que en parte es una de las tantas fallas imputadas al
modelo del Código Civil, es claramente superado al destacar la Ley Orgánica
de Registro Civil el carácter de función pública del Registro218 y más exacta-
mente al señalar sus caracteres en el artículo 7, transcrito.

Los enunciados indicados en la disposición en comentario, son principios
sectoriales que reproduce lo establecido por la Constitución (artículo 141), y
también son desarrollados por la Ley Orgánica de la Administración Pública
(artículo 10)219, la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos (artículo
30) y la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos (artículo 5)220,
por tanto puede sostenerse que la actividad registral está influida directamen-
te por las reglas que rigen al Derecho Administrativo, al menos en sus formas,
al representar una actividad estatal.

A título ilustrativo, se puede indicar que este postulado es clave en diversos
aspectos, por ejemplo, la Administración, en su actividad, no puede pedir a
los usuarios la consignación de actas certificadas del Registro del Estado
Civil cuando ellas están en su poder o pudiere obtenerlas accediendo directa-
mente al Sistema, por estar habilitado en el ejercicio de sus competencias221.

sino registral», por lo que los jueces en dicha materia ejecutan una función «de índole
administrativa, con sometimiento a la Administración y a las órdenes y directrices
emanadas de ella», cfr. MARÍN LÓPEZ: art. cit. («La ordenación de los registros…»),
pp. 157 y 159.

218 LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 20, «La actividad registral pertenece a la
función administrativa, formando una categoría especial, caracterizada por la nota de
ser una función legitimadora relativa al Derecho privado. Es similar a la que realiza
los notarios y los distintos registradores públicos»; por lo anterior, los rige los princi-
pios de legalidad y simplificación administrativa.

219 Incluso dicha Ley le da un contenido muy concreto al «principio de eficacia», refi-
riéndose a la planificación eficaz de las actividades que desarrolla la Administración
Pública (artículo 19). 

220 Refieren ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 28,
que en España destaca una «marcada tendencia a dotar de agilidad y simplicidad al
servicio registral, eliminando trámites superfluos y viejas rutinas».

221 Vid. artículo 80 Nº 2 de la Ley 20/2011 de Registro Civil española.
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Por lo indicado, es absurdo que el pseudo «Reglamento» de la Ley Orgánica
de Registro Civil establezca que para la solicitud de rectificación material de
un acta o cambio de nombre se deba acompañar «copia certificada del acta a
rectificar emitida por el registrador» (artículo 87), recuérdese que el acta se
encuentra inscrita en el Registro al cual tiene acceso el funcionario que sus-
tancia el trámite. Algunos podrían pensar que ello se estableció en dichos tér-
minos por cuanto actualmente no está operando el registro digital, sin
embargo, ello tampoco es verdad, ya que el deber de ubicar el documento es
de la Administración Pública y no del ciudadano (artículo 11 de la Ley de
Simplificación de Trámites Administrativos). En síntesis, tal exigencia con-
tenida en el mencionado Reglamento, para los efectos de la rectificación o
modificación de nombre propio es contraria a la Ley, instrumento superior y,
por tanto, resulta contrario a Derecho.

El principio de «eficacia administrativa», como lo denomina la Ley, se relacio-
na, a su vez, con el principio de legalidad el cual es un desarrollo del principio
general de la libertad, por cuanto, este último es el que determina que la distri-
bución de las competencias de los órganos del Estado se efectúe bajo normas
objetivas o, en términos clásicos, bajo sujeción de la ley, sin que lo anterior dis-
torsione que hoy en día, la actividad del Estado debe tener como contenido el
facilitar el desarrollo de los derechos de los ciudadanos dentro de un ambiente
democrático y de respeto de la dignidad humana, por ello la Constitución
subraya: «El Estado tiene como fines esenciales la defensa y desarrollo de la
persona y el respeto a su dignidad…» y, complementa añadiendo: «La Admi-
nistración Pública está al servicio de los ciudadanos…» (artículos 3 y 141).

3.1.3. Información
Bajo el título de «principio de la información» el legislador ha reglado varias
actividades que debe desempeñar el registrador en el ejercicio de sus atribu-
ciones. Concretamente, dispone:

Artículo 8.- Principio de la información. Los órganos encargados de la
actividad del Registro Civil informarán a las personas de manera oportuna
y veraz, en un lapso no mayor de tres días, sobre el estado de sus trámites
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y suministrarán la información que a solicitud de los demás órganos y
entes públicos les sea requerida, con las excepciones que se establezcan en
las leyes, reglamentos y resoluciones sobre la materia.

Se observa así una disposición donde se incluye, por un lado, los deberes de
la Administración Pública ante el ejercicio por parte del ciudadano del dere-
cho a petición y, en otro extremo, lo referente a la colaboración entre los órga-
nos que integran los Poderes Públicos.

En el primer caso de la norma jurídica –que no puede ser considerada un
principio y más bien se refiere a una regla jurídica que desarrolla un derecho
constitucional– es bien detallado el deber de informar a los solicitantes sobre
el status de su trámite222, condicionando que esta obligación se desarrolle de
forma oportuna y veraz, para lo cual además fija un lapso bastante breve223.

Ciertamente, el texto constitucional en el artículo 51 regula el derecho a peti-
ción, aclarando que este se satisface cuando por parte de la Administración se
dispensa una oportuna y adecuada respuesta224. Al mismo tiempo, otros instru-
mentos legales establecen pautas sobre la forma de satisfacer este derecho del
administrado, así la Ley Orgánica de la Administración Pública regula la
«garantía del derecho a petición» aclarando que la solicitud puede efectuarse a
través de cualquier medio, así como la respuesta (artículos 6 N° 1; y 9), también

222 LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 39, apunta: «Se advierte en nuestra orde-
nación registral una profunda preocupación por tutelar el interés de los particulares
usuarios del servicio», por ello «impone a los encargados del Registro la obligación
de informar a los usuarios de los derechos que les asisten y de las normas registrales».

223 La Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos para los asuntos que no requieren
sustanciación estable un lapso de 20 días (artículo 5). ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER

FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 63, comentan que, según el antiguo Regla-
mento, se fijaba para la expedición de certificaciones urgentes 24 horas y tres días
como plazo ordinario; vale aclarar que ello se justificaba cuanto el Registro no era sis-
tematizado, hoy día en España se ha progresado bastante en dicho aspecto y por ello
tiene un modelo automatizado, lo que acorta los tiempos de respuestas.

224 Vid. BELANDRIA GARCÍA, José Rafael: El derecho de petición en España y en Venezuela.
FUNEDA. Caracas, 2013, passim.
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la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos regula el «derecho a peti-
ción» en términos amplios (artículo 2). Por su parte, la Ley de Simplificación
de Trámites Administrativos reglamenta este supuesto que denomina: «infor-
mación al público» y «estado de las tramitaciones» (artículos 38 y 39).

Así pues, queda claro que la norma jurídica examinada, además de especificar
formas especiales de satisfacer esta facultad fundamental, requiere del auxi-
lio de los medios telemáticos para así cumplir con el lapso estrecho que se ha
establecido. En efecto, la creación de un Sistema que incorpore la informa-
ción sobre los trámites que se efectúan ante el funcionario del Registro –rec-
tificaciones, cambios de nombre propio, inserciones, etcétera– es el medio
más eficiente para mantener informado al usuario sobre el status de su soli-
citud. Sobra recordar, que tal propuesta se encuentra perfectamente en con-
cordancia con los postulados de la Administración electrónica, a que se ha
realizado referencia supra, y que regula ampliamente el ordenamiento patrio.

Por otra parte, si la función principal del Registro del Estado Civil es acumu-
lar datos de interés para probar el estado civil de las personas, es lógico que
dicha información pueda ser requerida tanto por los particulares como por los
entes del Estado y a través de esta regla jurídica se aspira a garantizar el deber
que tienen los funcionarios del Registro de facilitar la misma a los organis-
mos públicos, lo cual se encuentra en sintonía con los principios de publici-
dad y de eficacia administrativa, así como del denominado «principio de
accesibilidad» (vid. infra).

Sobre el anterior aspecto, también existen diversas disposiciones que desarro-
llan el principio de cooperación, empezando por la propia Constitución (artículo
136); la Ley Orgánica de la Administración Pública lo reitera (artículo 24),
incluso, dentro del «principio de lealtad institucional», refiere que deberán los
órganos de la Administración Pública «Facilitar la información que le sea soli-
citada sobre la actividad que desarrollen en el ejercicio de sus competencias»
y «Prestar la cooperación y asistencia activa…» (artículo 25 Nos 3 y 4). La Ley
Orgánica de Procedimientos Administrativos establece dentro de la actua-
ción inquisitiva de los órganos sustanciadores de trámites administrativos,
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la posibilidad de requerir «documentos, informes o antecedentes» a otros entes
públicos (artículo 54). También la Ley de Simplificación de Trámites Adminis-
trativos trae una norma que señala lo siguiente:

Artículo 45.- Solicitud de información a otros órganos y entes. Cuando los
órganos y entes de la Administración Pública, requieran comprobar la
existencia de alguna circunstancia o requisito necesario para la culmina-
ción de una determinada tramitación y la información necesaria repose en
los archivos de otro órgano o ente, se procederá a la obtención de la infor-
mación sin transferir al interesado la carga del aporte de dicha informa-
ción. Los órganos o entes a quienes se solicite la información darán
prioridad a la atención de dichas peticiones y las remitirán haciendo uso
de los medios automatizados disponibles al efecto.

Como se palpa claramente, en esta materia también es esencial disponer de
medios tecnológicos para lograr que el intercambio de información se realice
de manera fluida y rápida. Justamente, en esta área entra en juego la denomi-
nada Ley de Interoperabilidad, ya que, como se indicó, esta persigue garanti-
zar el intercambio eficiente y seguro de la información que posee los órganos
de la Administración Pública cuando ello sea necesario (artículos 20 y ss.),
así como la Ley de Infogobierno que determina las premisas mediante las
cuales se incorporaran las herramientas tecnológicas indispensables para una
Administración electrónica eficiente (artículos 28 y ss.).

Ya para cerrar este comentario, es evidente que la primera parte de artículo
interpretado y que se refiere al derecho a petición tiene un soporte en el prin-
cipio de la dignidad humana, por cuanto lo que se demanda es que la Admi-
nistración esté al servicio de la persona, ya que en ella consigue su finalidad
ínsita. En otros términos, si el Registro del Estado Civil tiene la obligación de
responder algún requerimiento, bajo determinadas condiciones, es porque el
ciudadano que es el débil jurídico disfruta del derecho a que su petición sea
atendida por el aparato gubernamental y con ello no se quiere postular que la
respuesta sea positiva a su petición, sino que la misma esté debidamente sus-
tanciada y si cumple con los requisitos legales sea respondida afirmativamente
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y, si no, también se le dé una contestación de fondo donde se le indique el por
qué no procede.

Por otra parte, el recordatorio al principio de cooperación entre los órganos
del Estado, tiene un claro soporte en el principio cardinal de la buena fe, ya
que este exige en la Administración una relación de confianza en que la infor-
mación suministrada a otros entes públicos será usada para los fines que la
ley autoriza y que la misma se requiere para cumplir con los objetivos propios
de dichos organismos, lo cual se debe efectuar sin añadir cargas adicionales
a los administrados.

3.1.4. Accesibilidad

Este postulado reclama que la actividad del Registro sea asequible a todos, en
cualquier momento y desde cualquier lugar. Concretamente, dispone:

Artículo 9.- Principio de accesibilidad. Las actividades, funciones y pro-
cesos del Registro Civil serán de fácil acceso a todas las personas en los
ámbitos nacional, municipal, parroquial y cualquier otra forma de organi-
zación político-territorial que se creare.

Como se observa, la referida disposición reitera que efectivamente se está al
frente de un «servicio público esencial» (artículo 5 eiusdem) que como tal
está dispuesto en favor del ciudadano. Ahora bien, para que ello sea cierto,
además de ser continuo y cubrir todo el territorio nacional, debe incluir a
todos los posibles destinatarios del servicio, es decir, personas naturales, jurí-
dicas, públicas, privadas, organizaciones civiles, etcétera.

Recuérdese que la función del Registro del Estado Civil es proporcionar
información oficial sobre el estado civil de las personas, para que dichos
datos sirvan de medio de prueba de los acontecimientos inscritos. Entonces,
el cúmulo de datos archivados, que además son públicos –en su mayoría–, no
pueden quedarse represados en el catastro, sino que deben crease los mecanis-
mos para que los mismos pueda ser usados por los que requieran evidenciar,
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cotejar o comprobar determinado hecho o acto del estado civil225. Ello puede
ocurrir tanto para el sujeto que participa en la situación inscrita, como para
los terceros que tienen interés en probar la existencia o inexistencia de deter-
minada circunstancia relevante. Por lo indicado debe posibilitarse un acceso
amplio al Registro.

Así, por ejemplo, uno de los aspectos que debe ponderarse en relación con
el Sistema es el referido a las personas con discapacidad226. Por tanto, todos
los ciudadanos deben poder contar con herramientas que les permitan usar el
servicio sin trabas, téngase en cuenta que el principio a la igualdad exige
remover los obstáculos que puedan generar una distinción material injustifi-
cada racionalmente y, en consecuencia, una limitación al disfrute de las facul-
tades fundamentales. Pues, justamente una discapacidad física, intelectual o
sensorial no debería ser un tropiezo para el ejercicio de los derechos si la tec-
nología permite borrar esa situación materialmente. Entonces, el Registro
debe ser lo más amigable, dinámico y simple de forma tal que permita su uso
por todos los destinatarios227.

225 Esto se logra con la digitalización del Registro Civil, ya que, como afirma GONZÁLEZ

LOBATO: ob. cit. (Registro electoral…), p. 120, «La automatización garantizará el acceso
a los registros en cualquier lugar del territorio a las personas y organismos públicos».

226 Vid. artículo 9 de la Ley Aprobatoria de la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, Gaceta Oficial de la República
Bolivariana de Venezuela Nº 39236, del 06-08-09.

227 LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), pp. 305 y 306, indica los
postulados para un diseño universal, a saber: «i. Uso equitativo –el diseño ha de ser útil
para personas con diversas capacidades–; ii. flexibilidad en el uso –debe incorporar un
amplio rango de preferencias individuales y capacidades–; iii. uso simple e intuitivo 
–ha de ser de fácil entendimiento, sin importar la experiencia del usuario, el nivel de
conocimiento, las habilidades en el lenguaje o el nivel de concentración al momento del
uso–; iv. información perceptible –debe comunicar la información necesaria con efica-
cia al usuario, sin importar las condiciones ambientales o las capacidades sensoriales del
usuario–; v. con tolerancia al error –el diseño debe minimizar los peligros y consecuen-
cias adversas ante acciones accidentales o negligentes–; vi. que exija poco esfuerzo
físico –debe ser usado de forma eficiente y confortable con un mínimo de esfuerzo 
o fatiga–; vii. tamaño y espacio para el acceso y uso –deben proporcionarse el tamaño y
espacio apropiados para el acceso, el alcance, la manipulación y el uso, sin importar el
tamaño del cuerpo del usuario, la postura o la movilidad–».
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Pero el acceso no se limita únicamente a la obtención de la información, lo
cual queda cubierto bajo el principio de publicidad y sus restricciones excep-
cionales, también debe garantizarse que los interesados tengan información
sobre cuáles son las actividades que se realizan a través de los órganos que
integran el Sistema Nacional de Registro Civil, igualmente sobre los pasos
que componen los procedimientos respectivos.

Lo indicado no es exclusivo del Registro del Estado Civil, en puridad se aplica
a toda la Administración Pública y el instrumento que lo desarrolla con
mayor propiedad es la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos.
Ciertamente, además de exigir que los trámites administrativos sean «de fácil
entendimiento», donde se implementen «bases de datos automatizadas de
fácil acceso» con «acceso remoto», que permitan el ingreso a la plataforma
de la información a través de Internet, servicios de información telefónica u
oficinas especializadas de atención al público, incluyendo la modalidad de
«ventanilla única» (artículos 9, 11, 38, 40, 41, 47 y ss.), le dedica todo un
capítulo de la Ley que rotula como «La Administración Pública al servicio de
los ciudadanos», donde regula entre otras cosas lo siguiente:

Artículo 38.- Información al público. (…) Adicionalmente, en las oficinas y
establecimientos en los cuales se dé inicio a cualesquiera trámites adminis-
trativos, la máxima autoridad de dicha oficina o establecimiento será respon-
sable de la fijación en sitio visible al público de los requisitos exigidos para
cada trámite, las oficinas que intervienen y su ubicación, la identificación
del funcionario responsable del trámite, su duración aproximada, los derechos
de las personas en relación con el trámite o servicio en cuestión y la forma
en que se pueden dirigir sus quejas, reclamos y sugerencias…

Otro aspecto que se deduce de la accesibilidad y que representa una verdade-
ra transformación en relación con el modelo del Código Civil es que la acti-
vidad registral ya no está condicionada a una competencia territorial228, es

228 Comenta URDANETA FONTIVEROS: ob. cit. (Estudio de Derecho…), p. 19, que en el
Registro Inmobiliario sí existe una referencia territorial que denomina: «jurisdicción
registral».
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decir, las personas pueden efectuar sus trámites en cualquier oficina del
Registro del Estado Civil con independencia que el hecho o acto que se
comunica haya ocurrido en otro municipio, estado o incluso fuera del país.
Todo ello es lógico si se pondera que ahora el Registro Civil debe ser automa-
tizado y digital, lo que implica que al mismo se puede introducir datos desde
cualquier punto geográfico que posea interconexión con el Sistema y ello
permite que se pueda verificar en tiempo real si el asiento que se pretende
incorporar ya se encuentra ingresado y así evitar duplicidades y distorsiones,
que era justamente lo que perseguía el Código Civil cuando establecía algu-
nos criterios de competencia según el lugar de ocurrencia para efectuar la
declaración de los hechos y actos del estado civil.

Lo anterior es una derivación de los modelos de archivos electrónicos, de allí que
es lo que ocurre verbi gratia en España, según se evidencia de su normativa229.
Lastimosamente, la situación actual del Sistema de Registro venezolano que
posee una Ley que «teóricamente» está vigente, pero que en la práctica se halla
lejos de cumplirse, ha generado que, por ejemplo, el órgano rector –entiéndase
Consejo Nacional Electoral– al dictar la resolución que denomina «Reglamen-
to» de la Ley, estableciera restricciones territoriales para tramitar las rectificacio-
nes administrativas por errores materiales de los asientos (artículo 92), lo cual es
una contradicción con los postulados de la Ley Orgánica de Registro Civil y aun-
que no se posea hoy en día un modelo registral automatizado, debió privilegiarse
la accesibilidad y colocarse la responsabilidad de la movilización y cotejo del

229 Vid. artículo 11 literal f de la Ley 20/2011 de España. Comenta LÓPEZ SÁNCHEZ: ob.
cit. («Los derechos de las personas…»), pp. 266 y 296, que a través del nuevo modelo
«las personas podrán dirigirse no solo a la oficina del lugar en el que hayan ocurrido
los hechos, sino a cualquiera de ellas, lo que supone un gran cambio con respecto a la
Ley de 1957, fundamentalmente como consecuencia de la consideración de la perso-
na como eje vertebrador del Registro Civil (…) Es indiferente cuál sea el lugar en el
que produjeron los hechos o actos inscribibles», «se ha dejado atrás la constatación
territorial de los hechos concernientes a las personas para avanzar hacia un modelo
radicalmente distinto donde lo relevante es el historial de cada individuo», igualmente
«las personas obligadas a promover la inscripción deberán comunicar los hechos y
actos bien mediante la presentación de los formularios oficiales o bien mediante su
remisión por medios electrónicos», es decir, exonerándoseles de acudir físicamente 
a las oficinas para cumplir con su deber.



El Registro del Estado Civil120

acta a corregir en la Administración y no en el ciudadano. En todo caso, como se
indicó supra, tal exigencia del pseudo-reglamento es manifiestamente ilegal.

Entonces, es evidente el esmero del legislador por ser enfático en el deber de
la Administración de proporcionar un verdadero servicio destinado al ciuda-
dano. Por ello no se ve que este postulado sea un principio sectorial del
Registro Civil, sino en realidad representa un principio común a todo el Dere-
cho Administrativo y sus soportes remotos son el principio de la dignidad
humana, ya que se persigue facilitar que los ciudadanos puedan utilizar para
mejorar su calidad de vida el servicio de Registro y también en el principio
de igualdad, ello debido a que si las normas jurídicas que regulan las activi-
dades que realizan los órganos del Estado son claras, transparentes y además
se encuentran difundidas abiertamente pueden hacer uso de ellas para los trá-
mites respectivos todos los sectores y no únicamente aquellos que cuenten
con recursos para contratar servicios de abogados o de asesores profesiona-
les, sino de igual forma los sectores vulnerables van a poder informarse de las
actividades que ofrece la Administración y con ello instar libremente sus
requerimientos. Téngase, a su vez, en mente que los ciudadanos en muchos
casos están verdaderamente obligados a realizar declaraciones o suministrar
información necesaria al Registro del Estado Civil y para que tal deber sea
cumplido de forma eficiente –más allá de la intimidación a través de sancio-
nes administrativas230– se requiere informar a la colectividad del contenido de
dichos deberes y facilitarle la interacción con la Administración.

3.1.5. Unicidad

En este caso, lo que la Ley Orgánica de Registro Civil denomina «principio
de unicidad» se corresponde como el carácter de «centralizado» y, en conse-
cuencia, demanda que el Sistema de archivo sea organizado en atención 
a cada individuo, ello implica que toda la información aplicable a un sujeto
se encuentre entrelazada a su expediente personal electrónico.

230 Vid. artículo 158 de la Ley Orgánica de Registro Civil.
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Artículo 10.- Principio de unicidad. Cada asiento en el Registro Civil
corresponde a una persona y tiene características propias de su identidad.
Solo debe existir un expediente civil por persona.

Como se indicó supra, se es de la opinión que en realidad se está al frente de una
característica del modelo registral instituido por medio de la Ley Orgánica de
Registro Civil231. Así pues, lo que se persigue es sistematizar la información
partiendo del elemento clave del Sistema que es el individuo, es decir, la crea-
ción de una organización registral que ponga énfasis en la persona y que, en tal
sentido, la información se aglutine alrededor de ella. Todo lo descrito se relaciona,
como se advirtió anteriormente, con el principio general de la dignidad humana
y, en verdad, todo el modelo descansa en la referida proposición general.

3.1.6. Fe pública

La fe pública se refiere al valor probatorio que poseen los documentos ema-
nados del Registro del Estado Civil232. Al respecto señala la Ley Orgánica de
Registro Civil lo siguiente:

231 Comenta LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), p. 264, refi-
riéndose al modelo español de la Ley 20/2011, «el Registro Civil se configura como
una base de datos única que garantiza la unidad, la confidencialidad, la seguridad de
la información y la eficacia en la gestión».

232 Indica LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), pp. 25 y 26, que la que él denomina
publicidad material «regula cuidadosamente el valor probatorio de cada tipo de asiento,
robusteciéndose notablemente el de las inscripciones, que se convierte en auténticos
títulos de legitimación (…) son un medio de prueba privilegiado y exclusivo del estado
civil, que goza de una presunción de exactitud, que solo puede desvirtuarse obteniendo
su rectificación por los procedimientos adecuados». Ciertamente, afirman ARRIBAS

ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 28, «Las garantías
con que se regula el acceso al registro de los hechos inscribibles permiten atribuir a la
inscripciones una eficacia probatoria privilegiada. Los hechos inscritos gozan de una
presunción de exactitud y legalidad que no puede ser combatida por los medios ordina-
rios de prueba, entre tanto no se obtenga la rectificación del asiento registral a través del
procedimiento adecuado».
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Artículo 11.- Principio de fe pública. Los registradores o registradoras
civiles confieren fe pública a todas las actuaciones, declaraciones y certi-
ficaciones, que con tal carácter autoricen, otorgándole eficacia y pleno
valor probatorio.

Antes de aclarar en qué consiste este dispositivo, es importante tener en cuenta
que no debe confundirse el hecho o acto del estado civil en sí, con la prueba a
través de la inscripción en el Registro, ya que son cosas distintas233. Así, mien-
tras el nacimiento vivo ocurre en el momento que la madre expulsa el feto del
claustro materno y este manifiesta algún signo vital, su asiento puede ocurrir
mucho después –aunque lo deseable es que se practique inmediatamente–. La
radical diferencia sería que una vez registrado el nacimiento a través de la emi-
sión por el registrador del acta respectiva se facilita la prueba de dicho aconte-
cimiento, ya que se poseerá una prueba preconstituida con cierto valor. Pero
ello no quiere decir, que la referida inscripción determine la existencia de la
persona, el registro es totalmente irrelevante para su consideración como
sujeto de derecho, mas sí es esencial para patrocinar una adecuada protección
de los derechos fundamentales, lo cual, en definitiva, es otro asunto.

En tal sentido, una primera distinción que debe realizarse en Derecho es la que
separa entre documentos públicos y privados, ambos tienen como finalidad 
el servir de instrumentos probatorios de las situaciones jurídicas constatadas

233 DÍEZ-PICAZO y GULLÓN: ob. cit. (Instituciones de Derecho…), p. 203, expresan que el
Registro Civil se organiza «para la constatación solemne y pública del estado civil. Se
preconstituye así su prueba y sirve de título de legitimación, es decir, habilita para el
ejercicio de las facultades que forman el correspondiente estado». Ciertamente, como
señala LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 16, «el estado civil requiere un
título legitimador que evite las dificultades prácticas de determinar y probar en cada
caso las cualidades o situaciones del estado civil de una persona, es decir, la justifica-
ción concreta de la adquisición de un determinado estado civil». De allí que WILLS

RIVERA, Lourdes: «Publicidad registral en los actos familiares». En: Derecho de
Familia y registro de la propiedad. Centro de Estudios Registrales. Madrid, 2001, 
p. 107, exprese en relación con la actividad del Registro Inmobiliario, pero extensible
al Registro del Estado Civil: «En la generalidad de los casos, la inscripción del docu-
mento en el Registro es declarativa, en el sentido de que imprime publicidad a un acto
previamente celebrado fuera del ámbito de la Oficina de Registro».



por el documento; la discrepancia estriba en que la escritura pública certifica
que «el acto realmente se dictó, que fue otorgado en la fecha y lugar que
expresa y por el funcionario que señala, quien además lo firmó»234. Por su par-
te, para el documento privado no se puede sostener con certeza que el mismo
emane siquiera de sus supuestos suscriptores, ello tendrá que probarlo el inte-
resado así como la veracidad de su contenido. Por tanto, la diferencia reside
en la fuerza probatoria, que es mayor en los documentos públicos (artículo
1357 del Código Civil).

Otro aspecto, es la «fe pública». Con tal expresión se quiere significar que
sobre los documentos públicos se puede extender una certeza no solamente
de sus condiciones de emanación como instrumento destinado a probar deter-
minada situación, sino además sobre la existencia de ciertos hechos o actos
que el funcionario constata al momento de su otorgamiento y que la ley licen-
cia para ser verificados y certificados a través del instrumento en cuestión235.
Lo descrito se deduce del Código Civil que en su artículo 1359, señala:

El instrumento público hace plena fe, así entre las partes como respecto de
terceros, mientras no sea declarado falso: 1. De los hechos jurídicos que el
funcionario público declara haber efectuado, si tenía facultad para efec-
tuarlos; 2. de los hechos jurídicos que el funcionario público declara haber
visto u oído, siempre que este facultado para hacerlos constar236.

234 GORDILLO: ob. cit. (Tratado de Derecho…), p. VII-4.
235 Comentan PAURICI y ZADOFF, la fe registral «establece que los asientos o inscripcio-

nes, gozan de una presunción de veracidad que se mantiene hasta tanto no se demues-
tre la discrepancia entre el Registro y la realidad, imponiendo como presunción juris
tantum, la credibilidad del Registro», citado en YANES: ob. cit. (El registro inmobilia-
rio…), pp. 58 y 59. Lo descrito, para CRETELLA JUNIOR: art. cit. («Los principios fun-
damentales…»), p. 472, es una consecuencia del principio de presunción de verdad,
pues, a su entender, «La Administración no miente, no informa erróneamente, no
induce a yerro. La buena fe caracteriza los refrendos, vistos y certificados otorgados
por los agentes del Poder Público».

236 Este principio es universal en materia registral, para el caso del Registro Público o
Inmobiliario es mucho más amplio en sus efectos, URDANETA FONTIVEROS: ob. cit.
(Estudio de Derecho…), p. 62, describe una nota común «los asientos del Registro se
presumen exactos mientras no se demuestre lo contrario, la ley presume iuris tantum
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Un ejemplo puede ayudar a ilustrar el asunto: en la hipótesis de la celebración
del matrimonio, acto que es documentado a través del acta respectiva por 
el funcionario de Registro del Estado Civil; al ser un documento público el
registrador certifica su firma, la fecha y lugar de celebración, pero además
que los contrayentes expresaron, a viva voz, su consentimiento de tomarse
como esposos, teniendo todos estos datos fe pública. Pero puede ocurrir que
en el mismo acto los contrayentes manifiesten que poseen en copropiedad un
determinado inmueble, sobre tales expresiones –si fueran recogidas en el acta
de matrimonio– que son extrañas al acto en sí, no puede extenderse la fe
pública sobre su veracidad o no; en todo caso, tal indicación puede corrobo-
rarse con el documento público donde conste la transmisión de la propiedad
en cuestión, pero lo importante es comprender que la referida afirmación no
está arropada con la fe pública.

Entonces, es la propia Ley Orgánica de Registro Civil, la que en el artículo
77, califica las actas como documentos públicos o auténticos y, en el artículo
11, destaca que las actuaciones del registrador tienen fe pública y ello no
solamente se aplica a los documentos físicos, sino a los digitales (artículo 47
eiusdem). De lo anterior se colige que la antigua doctrina sostenga: «La prue-
ba más legítima en las cuestiones de estado es la que se desprende de los
registros públicos. Este principio es una especie de Derecho de gentes común
a todas las naciones civilizadas»237. Se puede afirmar que el beneficio que
proporciona esta institución ha originado que el legislador la dote del mayor
valor probatorio, es decir, del que producen los documentos públicos, como
es la de tener eficacia de instrumento con fe pública238. Ello no implica que

que los derechos inscritos existen y pertenecen a quien aparece como tal según el
Registro». En palabras de DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho Civil I…),
p. 261, «al funcionario no le consta todos los hechos referidos en el acta: él puede dar
fe únicamente de lo que le consta y solo ello presenta el carácter de auténtico (…) 
De allí que la impugnación del acta precisa distinguir las declaraciones del funcionario
de las que no lo son, solo las primeras son atacables mediante tacha».

237 PORTALIS, Jean Etienne Marie: Discurso preliminar al Código Civil francés. Civitas.
Trad. I. CREMADES y L. GUTIÉRREZ-MASSON. Madrid, 1997, p. 80.

238 GRATERÓN GARRIDO, Mary Sol: Derecho Civil I – personas. USM. Caracas, 2007, 
p. 115, comenta: «Las actas del estado civil, son documentos auténticos pues son
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sea la única forma de probar los hechos y actos del estado civil y menos que
no se pueda atacar o desvirtuar su valor a través de otros medios específicos,
como los que desarrolla la Ley Orgánica de Registro Civil en su Título IV,
Capítulo X239.

Ahora bien, sobre el asunto de la naturaleza jurídica de la referida norma se
opina que la misma es una regla jurídica que disciplina el valor probatorio de
los instrumentos que conforman el Registro del Estado Civil, estableciendo
un carácter que se suele atribuir a la actividad registral y notarial en general240

y que persigue robustecer la utilidad demostrativa que poseen los aconteci-
mientos inscritos en el Registro, en comparación con otros medios de prueba,
y con ello claramente se anhela que los ciudadanos, interesados y entes se
sientan motivados a informar todos aquellos hechos y actos que son relevan-
tes para el catastro civil. Por tanto, no se cree que en realidad sea un principio
sectorial, en los términos que se expuestos en el capítulo I de este trabajo.

Lo expuesto no es un obstáculo para que se pondere que la referida regla jurí-
dica representa un desarrollo y, por lo tanto, posea fundamento en el principio
general de la buena fe, ya que lo que en sustancia reitera la norma es que las
personas deben confiar que la información que se encuentra inscrita en el
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autorizados por funcionarios públicos comisionados por la Ley para levantarlas».
PEÑARANDA QUINTERO, Héctor: Análisis descriptivo de la Ley Orgánica de Registro
Civil en Venezuela. 2ª, LUZ. Maracaibo, 2011, p. 27, indica: «La importancia del
Registro Civil radica en el hecho de que sirve como fuente de información sobre el
estado de las personas, suministrando medios probatorios de fácil obtención para la
prueba del estado civil de las personas, evitando la necesidad de recurrir a pesquisas 
o pruebas de dudoso valor».

239 HUNG VAILLANT: ob. cit. (Derecho Civil I), p. 169, «El valor probatorio –carácter de
prueba auténtica– antes señalado, puede ser destruido mediante un procedimiento
denominado ‘tacha de falsedad de documento’. Esta vía de eliminación o destrucción
del valor probatorio de la partida, solo es procedente en los supuestos taxativamente
señalados en la Ley (artículo 1380 del Código Civil) y se tramita conforme a un
procedimiento especial y riguroso previsto en el Código de Procedimiento Civil
(artículos 438 a 443)».

240 URDANETA FONTIVEROS: ob. cit. (Estudio de Derecho…), p. 16, comenta: «la fe pública
constituye una verdadera institución jurídica».
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Registro del Estado Civil se corresponde con la realidad de los hechos o actos
ocurridos, ya que el funcionario no tiene interés en falsear los datos asentados
y por ello él actúa de buena fe.

3.1.7. Primacía

Con la intención de fortalecer el valor práctico que posee el Registro del Esta-
do Civil en la dinámica social, el legislador concibió que el modelo diseñado
tenga una jerarquía probatoria –en materia de estado civil– con relación a
otros tipos de prueba. Específicamente indicó:

Artículo 12.- Principio de primacía. Los datos contenidos en el Registro
Civil prevalecerán con relación a la información contenida en otros regis-
tros. A tal efecto, las actas del Registro Civil constituyen plena prueba del
estado civil de las personas.

La norma jurídica objeto de análisis no hace más que ratificar el carácter espe-
cialísimo que posee el Registro del Estado Civil y, en atención a ello, debe
privar sobre cualquier otra forma de demostrar el estado de una persona241.

Su utilidad se observa cuando existen distorsiones en determinado dato civil
al cotejarlo entre diversos documentos públicos y así poder saber cuál de
ellos determina el verdadero estado civil de un individuo. Valga un ejemplo
para esclarecer la relevancia actual de dicha norma jurídica: como se sabe, la
cédula de identidad tiene un vigencia de 10 años y puede ocurrir que posterior

241 En materia de Registro Inmobiliario se conoce el «principio de prioridad» y es definido
por URDANETA FONTIVEROS: ob. cit. (Estudio de Derecho…), p. 32, «como el principio
en virtud del cual los títulos o derechos que acceden al Registro prevalecen en caso de
conflicto frente a los títulos o derechos que no han accedido al mismo o sobre los que
han accedido con posterioridad», obviamente tal principio posee en materia de Registro
Civil una aplicación concreta dada por su naturaleza, pero igualmente desde el punto de
vista probatorio las actas del Registro Civil prevalecen a otros documentos en relación
con la prueba del estado civil. Comentan ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: 
ob. cit. (Curso práctico…), p. 75, «el Registro constituye el medio ordinario de prueba
del estado civil, pero que no tiene esta función atribuida en monopolio».
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a su emisión su titular contraiga matrimonio y que no se encuentre actualiza-
da la referida cédula de identidad indicando como estado familiar de pareja
el de «soltero», no obstante, se posea la respectiva acta de matrimonio donde
se evidencia que el estado en referencia corresponde realmente a de «casa-
do»; el punto es que, aunque la norma objeto de análisis determina que debe
privar el acta de matrimonio para probar dicho estado civil, se observa en la
práctica desviaciones en algunos funcionarios que solo reconocen el estado
civil que indica la cédula de identidad, cuando es claro que el acta de matri-
monio es el documento idóneo para probar el estado civil de casado y que por
lo demás priva sobre cualquier otro instrumento, en dicho asunto.

Entonces, se cree que la referida norma jurídica va a coadyuvar a fortalecer
el valor probatorio del Registro del Estado Civil y que en tal sentido sus ins-
cripciones sean ponderadas en su justo mérito, teniendo incluso jerarquía
sobre otros documentos dentro del campo de su especialidad.

Por último, la referida disposición no representa un principio sectorial del
Registro del Estado Civil, sino es una regla jurídica que desarrolla el criterio de
especialidad en la aplicación e interpretación del Derecho, en concordancia con
lo dispuesto como regla de interpretación en el artículo 14 del Código Civil.

3.1.8. Igualdad y no discriminación

Aquí el legislador siguió una tendencia generalizada de resaltar el valor que
posee un principio general como el de la igualdad242. Específicamente indica:

Artículo 14.- Principio de igualdad y no discriminación. Los registradores 
o registradoras civiles prestarán el servicio a toda la población sin distinción o
discriminación alguna. Para los pueblos y comunidades indígenas se respetará
su identidad cultural, atendiendo a sus costumbres y tradiciones ancestrales.
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242 Vid. artículo 21 de la Constitución; artículo 2 de la Convención sobre los Derechos del
Niño; artículo 3 de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adoles-
centes; artículo 5 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la
Paternidad, entre otros.
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Como se indicó supra, la igualdad es un principio cardinal de todo el ordena-
miento jurídico que obviamente también opera en materia de Registro del
Estado Civil, de allí que las particularidades de la actividad registral, originen
que se acentué su aplicación. Por otra parte, la norma aquí examinada carece
de información adicional a la señalada por ejemplo en la norma constitucio-
nal, que es definitivamente más completa. Solo efectúa una especificación en
relación con los pueblos y comunidades indígenas, lo cual se relaciona con la
prohibición de «discriminaciones fundadas en la raza».

Efectivamente, se puede sostener que si la anterior disposición hubiese sido
omitida el principio de igualdad, indistintamente se deduciría del texto de la
Ley Orgánica de Registro Civil, ya que diversas normas hacen referencia a su
postulado esencial. Así, por ejemplo, la norma que regula la asignación de
nombre civil de los niños abandonados está pensada en evitar discriminacio-
nes en razón al origen (artículo 91); igualmente la exigencia de que el conte-
nido del acta de nacimiento no contenga la información referente al estado
civil de los progenitores (artículo 93)243; por su parte, en la celebración del
matrimonio se pone especial énfasis en destacar que ambos consortes poseen
equivalentes derechos, situación que el funcionario informará a los contra-
yentes leyéndoles en la celebración las disposiciones respectivas (artículo
108); la regulación de un mecanismo especial para las personas con discapa-
cidad visual o auditiva para contraer matrimonio y así evitar cualquier discri-
minación (artículo 104); algunos datos del acta de declaración de unión
estable de hecho están conceptualizados de forma similar al matrimonio,
entendiendo que en el fondo son situaciones que deben ser similares en
muchos aspectos y de allí su equiparación (artículo 120).

En lo tocante al respeto de la «identidad étnica y cultural, cosmovisión» de
los pueblos y comunidades indígenas, la Ley Orgánica hace alusión a ello en

243 También en la Ley 20/2011 de España, además de indicar a la igualdad como un dere-
cho de las personas en relación con el Registro Civil, lo desarrolla en sus disposicio-
nes, cfr. LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), pp. 282 y ss.
que lo observa, por ejemplo, en el orden de los apellidos o en la supresión de cual-
quier distinción entre formas de establecer la filiación.
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varias normas, tales como aquellas que enumeran los hechos o actos registrables
(artículo 3 Nº 10), indicando tal circunstancia como un elemento a exteriorizar
en las actas del Registro Civil (artículo 81 Nº 11), en especial a través de la ins-
cripción de nacimiento244, incluyendo un trámite concreto cuando es extempo-
ránea (artículos 88 y 93 Nº 9), también alude a la participación del ministerio
con dicha competencia conformando el Sistema de Registro Civil (artículo 18
Nº 5), y establece como obligatorio el uso de los idiomas indígenas en el registro
físico o digital, incluyendo el portal electrónico (artículos 63 y 80)245.

Como se observa, el principio de igualdad es un elemento que influye en todo
el modelo y debe ser ponderado a la hora de interpretar las disposiciones que
contiene la Ley Orgánica de Registro Civil.

3.1.9. Principio de interpretación y aplicación preferente

Este principio también conocido como in dubio pro homine, tiene la inten-
ción de enfatizar que en la interpretación y aplicación de las normas conteni-
das en la Ley Orgánica de Registro Civil debe prevalecer siempre aquella que
garantice de forma más amplia la efectividad de los derechos humanos de los
ciudadanos246. Expresamente dispone la Ley:
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244 Vid. Ley Orgánica de Identificación de 2014 (artículos 10, 11 y 12) y Reglamento de
la Ley Orgánica de Identificación para la Identificación de los Indígenas, Gaceta Ofi-
cial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37817, del 13-11-03. Cfr. PÁRRAGA

DE ESPARZA, Marisela: «Reglamento de la Ley Orgánica de Identificación para la
Identificación de los Indígenas». En: Cuestiones Jurídicas. Vol. I, Nº 1. Universidad
Rafael Urdaneta. Maracaibo, 2007, pp. 133 y ss.

245 Vid. BELANDRIA GARCÍA, José Rafael: «El castellano como idioma oficial y los idio-
mas autóctonos (a propósito de la regulación de la Ley de Idiomas Indígenas)». En:
Revista de Derecho Público. Nº 134. Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 2013,
pp. 79 y ss. LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), pp. 301 
y 302, explica: «El respeto al plurilingüismo significa que cualquier inscripción con-
lleva que, en las Comunidades Autónomas con lengua propia, los impresos, los sellos
o los programas informáticos puedan realizarse en cada una de las lenguas oficiales,
pues solo así estaremos situando todas las lenguas en un plano real de igualdad y se
garantizarán por igual los derechos lingüísticos de los ciudadanos».

246 Vid. TSJ/SC, sent. N° 1757, del 22-12-12, donde se define de la siguiente forma: «el
principio pro homine funciona así como un criterio hermenéutico que exige una
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Artículo 15.- Principio de interpretación y aplicación preferente. En caso
de dudas en la interpretación y aplicación de esta Ley se preferirá aquella
que beneficie la protección de los derechos humanos de las personas.

Vinculado estrechamente con este postulado fundamental, se encuentra el
artículo 2 Nº 1 de la Ley Orgánica que señala que el texto persigue «Asegurar
los derechos humanos a la identidad biológica y la identificación de todas
las personas».

La importancia del presente postulado básico se ubica en que constantemente
van a existir interpretaciones diversas y al mismo tiempo «posibles», al poseer
argumentos jurídicos que las apoyen y, sin embargo, el intérprete –llámense
juez, administración u operador jurídico– debe seleccionar una opción y para
decantarse debe preferir aquella que de forma meridiana sea más compatible
con los derechos del ciudadano, que a fin de cuenta es el débil jurídico247.

Lamentándolo mucho, ello, aunque es cristalino hoy en día, no siempre ha
ocurrido, en parte por un positivismo exasperado o un formulismo que raya
en el absurdo, los ejemplos son abundantes en diversas materias y todo esto
ha originado que el referido principio tenga un desarrollo especial en diversos
sectores, a saber, el in dubio pro reo, que se aplica en materia penal; el in
dubio pro operario en el área laboral, o in dubio pro filii en temas de filiación
y que tiene un desarrollo más adecuado a través del principio del interés
superior del niño.

En primer término, hay que recalcar que toda norma jurídica, ya sea que se
exprese a través de una regla o principio, tiene un claro soporte en la dignidad

interpretación a favor de las personas y comporta la necesidad de acudir a la norma
más amplia o realizar la interpretación más extensiva hacia la condición humana y
plantea que ante una posible antinomia entre normas jurídicas, deba aplicarse aquella
que presente un mayor beneficio al individuo».

247 Así, LOIS ESTÉVEZ afirmaba «en el caso de que un precepto sea susceptible de inter-
pretaciones diversas, el juez tiene el deber de aplicar la que sea más conforme con la
justicia», citado en CASTÁN TOBEÑAS: ob. cit. (Teoría de la aplicación…), p. 243.
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humana, ello debido a que, como se recordará, la dignidad es un valor funda-
mental del ordenamiento e incluso se identifica, por un sector de la doctrina,
como el principio superior. Es el caso de este principio sectorial que posee
una marcada relación con la dignidad humana.

Así pues, el principio in dubio pro, postula que la conducta regida por dicho
postulado debe desarrollarse e interpretarse siempre conforme a lo que más
beneficie al débil jurídico. En efecto, cuando se hace referencia a los dere-
chos fundamentales se habla de in dubio pro homine, y lo que se desea subra-
yar es que las interpretaciones de las normas jurídicas que se refieren 
a derechos humanos se efectúe bajo el prisma de beneficiar preferentemente
la tutela de los mismos. Efectivamente, ello ocurriría cuando se interpretan
las normas a favor del ejercicio de los derechos, o para los casos en que se
impongan restricciones, exigiendo que las mismas sean expresas, objetivas y
razonables; también, se debe entender que no se requiere para la efectividad
y vigencia de los derechos fundamentales su desarrollo legislativo, pues aunque
ello sea lo deseable no debe transformarse la omisión en una limitación de
las referidas facultades, entre otros efectos que se deducen del mencionado
principio sectorial.

Lo anterior tiene una relación con la dignidad humana, ya que dichas conse-
cuencias jurídicas se establecen justamente en razón que se parte de que favo-
recer el ejercicio de los derechos inherente a la persona conllevaría al pleno
respeto de la dignidad que ella posee. Siendo que la dignidad no puede
depender de los vaivenes de la técnica o del desarrollo legislativo, de reque-
rirse una limitación de determinada facultad, la misma debe necesariamente
ser expresa y cónsona con criterios de objetividad y razonabilidad. Así pues,
ante la duda en la interpretación de los derechos fundamentales siempre debe
privilegiarse aquella tesis que se acentúe en el ser humano.

3.2. Principios implícitos del Registro del Estado Civil

Además de los anteriores «principios» que enuncia la Ley Orgánica de Regis-
tro Civil como tales, se pueden extraer de su articulado otros postulados –en
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este caso implícitos– que fungen como principios sectoriales248, los cuales se
van a comentar de seguida:

3.2.1. Gratuidad

Desde el punto de vista histórico el Código Civil de 1916, establecía tímida-
mente el carácter gratuito de las actuaciones atinentes al Registro de los actos
que afectan el estado civil, principio que fue ratificado en el Código de 1922
y reproducido en el artículo 521 del Código Civil de 1942 que indicaba con-
cretamente: «Todos los actos del estado civil quedan exentos de papel sellado
y estampillas y de cualquier otro impuesto o retribución»249.

La gratuidad de la inscripción de nacimiento en el Registro del Estado Civil
es un principio elevado a carácter supremo por el artículo 56 de la Carta Magna,
en concordancia con los artículos 18 y 21 de la Ley Orgánica para la Protección

248 Recuérdese que, como lo subraya CASSAGNE: art. cit. («Los principios generales…»),
pp. 11 y 12, «su vigencia como fuente no depende de su recepción formal por el orde-
namiento positivo, puesto que constituyen el fundamento de las demás fuentes del
Derecho. Por tanto, los principios generales del Derecho, aun los no legislados, tienen
primacía tanto sobre las normas legales y reglamentarias, como sobre la costumbre y
la jurisprudencia».

249 Vid. artículo 71 del Código Civil. Incluso este principio en materia de matrimonio data
del Código Civil de 1873. Vid. Código Civil de Venezuela artículos 66 al 95. 2ª, UCV.
Alida TOSTA ROJAS et alter, relatores. Caracas, 1993, p. 137. Cfr. DOMINICI: ob. cit.
(Comentarios al Código…), t. I, p. 158, expone: «Poner estas diligencias al alcance de
todos es el objeto de esa gratuidad. La sociedad se interesa en que los actos del estado
civil se efectúen con prontitud, regularidad y sin ningún gravamen». Por su parte, la
Ley 20/2011, del Registro Civil de España, retrocede en este punto al establecer en su
Disposición Final Quinta, que «Los Ayuntamientos podrán establecer una tasa por la
instrucción y tramitación de los expedientes matrimoniales en forma civil y por la cele-
bración de los mismos». Sobre este aspecto recuerda GALLEGO MIRÓ, José Juan:
«Reforma del Registro Civil». En: Món jurídic. Nº 291. Il lustre Col.legi d’Advocats
de Barcelona. Barcelona, 2014, p. 15, que ello puede contradecir el artículo 16 de la
Declaración Universal de los Derechos Humanos. En efecto señalaban ARRIBAS ATIENZA

y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 28, que «Conforme a la Ley
25/1986, de 24 de diciembre, de supresión de las tasas judiciales (…) debe entenderse
un sistema de gratuidad total para todas las actuaciones del Registro Civil».
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de Niños, Niñas y Adolescentes250. En este orden la Ley Orgánica de Registro
Civil ratifica la gratuidad en su artículo 5, de allí que al ser un «Servicio
público esencial» su gratuidad se exige para que las condiciones económicas
de los particulares no influyan negativamente en las obligaciones de inscribir
los diversos hechos y actos que afecten al estado civil251.

Lo dicho, por demás, se encuentra en perfecta conexión con el principio de
igualdad, ello motivado a que la carencia de medios económicos no debe
afectar el que todos los ciudadanos puedan contar con las mismas garantías y,
entre estas, con la debida inscripción de los hechos y actos del estado civil
que le son de interés para ejercer determinadas facultades.

En la práctica, dicho principio no se cumple en su totalidad, salvo en materia de
Derecho de la Niñez y Adolescencia. FEBRES CORDERO reseña que si bien «No se
utiliza papel sellado ni estampillas en la inscripción de los actos del Registro Civil
(…) No ocurre lo mismo en las certificaciones solicitadas por personas mayores
de edad»252. Así en los Registros Principales se sigue cobrando una tasa por los
servicios de certificación y se exigen timbres fiscales253. No obstante lo que indica
expresamente el denominado Reglamento de la Ley Orgánica de Registro Civil:
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250 Cabe destacar que el artículo 21 mencionado, fue derogado por la Ley Orgánica de
Registro Civil (Disposición Transitoria Quinta). Así también, en materia de Derecho
Minoril, la gratuidad es un principio extendido a todas las actuaciones donde se vean
directamente inmiscuidos los intereses de los niños o adolescentes (artículo 9 de la
Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes), ello con el claro
objetivo «de garantizar el acceso universal de todos los niños y adolescentes al Siste-
ma de Protección previsto en esta Ley», Exposición de motivos de la Ley de 1998.
Vid. antecedentes en la Ley Tutelar de Menores artículos 1 Nº 7, y 138.

251 OBANDO SALAZAR: ob. cit. (El Registro del Estado…), p. 38, apunta: «El Registro
Civil en sí es un servicio público que no solamente interesa a los particulares ni por
éstos es utilizado únicamente; también interesa al Estado para distintos fines: fiscales,
estadísticos, militares y otros más. Tal circunstancia explica que en forma general se
haya admitido el principio de la gratitud de las inscripciones».

252 FEBRES CORDERO: ob. cit. (El Registro del Estado…), p. 179.
253 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho Civil I…), p. 246, cita entre la

normativa dictada por el CNE la Resolución Nº 080528-551, mediante la cual se
exhorta a los alcaldes a cumplir con el principio de gratuidad del Registro Civil,
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 38945, del 04-07-08 
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Artículo 121.- Gratuidad de las certificaciones. Por tratarse de un servicio
público esencial, la expedición de las copias certificadas de las actas del
Registro Civil es gratuita, aplicándose los principios de racionalidad, eco-
nomía, eficacia y proporcionalidad atendiendo las necesidades inmediatas
de los usuarios y usuarias del servicio.

En fin, el principio de gratuidad es fundamental para que la actividad regis-
tral se cumpla de forma eficiente y para que el ciudadano pueda hacer uso del
servicio sin sufrir obstáculos patrimoniales, recuérdese además que es de
interés del Estado el conformar un Registro completo y confiable, para ello
requiere de la participación activa de los órganos y entes que componen la
Administración Pública y, fundamentalmente, de los ciudadanos.

3.2.2. Participación

Los hechos y actos que indica la Ley Orgánica de Registro Civil como objeto
de inscripción por el Registro deben ser informados o comunicados por
determinadas personas y entes involucrados a las oficinas o unidades respec-
tivas para que se proceda a su archivo bajo las formalidades establecidas por
el legislador (artículo 5). Ello involucra un deber de participar activamente
en la conformación del archivo tanto del propio registrador como de los par-
ticulares y demás entes públicos.

La intervención de los particulares puede ser voluntaria, como por ejemplo,
cuando informa al registrador sobre un hecho relevante para su inscripción:
el nacimiento, o cuando participa en la elaboración de los asientos figurando
como testigo instrumental; pero también, puede ser obligatoria, verbi gratia
la declaración de la residencia254.

–actualmente derogada–. En visita realizada al Registro Principal del estado Mérida 
–febrero del 2013– se verificó el flagrante incumplimiento a este principio, concreta-
mente para la expedición de una certificación del acta de nacimiento correspondiente
a un adulto se exige el pago de timbres fiscales y de una tasa por el servicio.

254 Cfr. URDANETA FONTIVEROS: ob. cit. (Estudio de Derecho…), p. 26, «La inscripción
es voluntaria cuando se deja a la libre determinación del interesado; en cambio, la ins-
cripción obligatoria es aquella impuesta coactivamente dentro de un plazo legal, bajo
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FEBRES CORDERO, al comentar el artículo 455 del Código Civil, deducía una
obligación de participar a través de la remisión de información, al sostener
que lo deben hacer los «funcionarios de cualquier orden, competentes para el
caso, que hayan autorizado un acto jurídico, que se refiera a partidas constan-
tes en los libros y que deban insertarse o anotarse en ellos»255. LUCES GIL

señala que «en el ámbito del Derecho registral civil impera como norma
general el ‘principio de oficialidad’, consecuencia lógica del carácter obliga-
torio que tiene la inscripción en el Registro Civil y del marcado interés público
de esta institución»256.

Como consecuencia de lo anterior, la Ley Orgánica de Registro Civil institu-
yó para algunos actores la obligación de participar notificando ciertos hechos 
o actos afectantes del estado civil al funcionario del Registro, a los fines que
este cumpla con su archivo, verbi gratia: nacimiento (artículo 85), defunción
(artículo 125, en correspondencia con el artículo 76 del Reglamento), resi-
dencia (artículo 139). Igualmente señaló la obligación de los entes y órganos
de la Administración Pública, así como la de los tribunales de la República de
informar sobre las actuaciones que desplieguen y de las cuales se deduzcan
hechos y actos constitutivos o modificativos del estado civil, tales como por
ejemplo: los casos donde intervengan como funcionarios accidentales en
materia de Registro Civil (artículos 78, 99, 113 y 137, en concordancia con
los artículos 60, 61 y 63 del Reglamento), o cuando los funcionarios tengan
conocimientos por sus competencias de los referidos hechos o actos (artícu-
los 102, 132, 133 y 152, en sintonía con los artículos 8 Nos 4 y 5; 51, 52, 54,
73, 78 y 80 del Reglamento), también las decisiones judiciales referentes
directamente al estado civil deberán ser remitidas para su asiento (artículos
119, 138 y 152, en conexión con los artículos 41, 64, 68, 74, 75, 82, 84, 85 
y 86 del Reglamento).
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sanción». Al respecto comentan ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit.
(Curso práctico…), p. 26, que «en el ámbito del Derecho registral civil impera como
norma general el principio de oficialidad, consecuencia lógica del carácter obligatorio
que tiene la inscripción en el Registro Civil».

255 FEBRES CORDERO: ob. cit. (El Registro del Estado…), p. 42.
256 LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 39.



El Registro del Estado Civil136

Para garantizar el cumplimiento de los anteriores deberes, la Ley Orgánica de
Registro Civil, en su artículo 158, tipifica como contravención administrativa
la omisión de declarar –salvo el nacimiento–, o de efectuar las remisiones
establecidas en la normativa legal. La sanción reside en una multa de 10 a 20
Unidades Tributarias.

Como se observa, tal principio sectorial se relaciona indirectamente con el
principio general de buena fe, ya que otorga un valor preponderante en las
declaraciones que efectúan los particulares y entes públicos, las cuales son
incorporadas al Registro si cumplen con los requisitos exigidos. Pero, ade-
más, el principio de participación se fundamenta en valores como la solidari-
dad y la responsabilidad social, ya que lo que postula es que las personas en
general deben contribuir para así facilitar el ejercicio de los derechos propios
como de terceros, tal es el caso por ejemplo de la declaración de nacimiento.
También este deber se exige al representar un compromiso colectivo de coad-
yuvar a la conformación de un Registro que sea completo y para ello se
demanda el concurso nacional de la comunidad257.

Este verdadera obligación debe tenerse presente como principio que es, a la
hora de interpretar cuáles son los datos que se van a suministrar al Registro y,
en especial, quienes deben cumplir con tal compromiso. Así, por ejemplo,
unos de los principales obligados es la Administración Pública que constan-
temente ha de remitir al catastro la información que posea y que afecte al esta-
do civil de los individuos para que este los inscriba. Ello, además, está muy
relacionado con principios sectoriales de la Administración como el de colabo-
ración entre los Poderes Públicos o el de la interoperatividad258.

257 Vid. artículos 2 y 132 de la Constitución.
258 Vid. artículo 136 de la Constitución, véase Ley de Interoperabilidad.


